El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 27 de septiembre de 2018

Proceso:
     Acción de Tutela – 
Radicación Nro. :        66001-22-13-000-2018-00755-00

Accionante: 

     Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:
      Juzgado 4º Civil del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
TEMAS: 

          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL /     EL ACONTECER FÁCTICO DE LA ACCIÓN SE CONTRAE NOTIFICACIÓN A LA COMUNIDAD EN EL PROCESO QUE EL 29 DE AGOSTO 2018 ORDENÓ SU POR DESISTIMIENTO TÁCITO/ VIOLACIÓN DEL DERECHO ORIGINÓ UN DAÑO CONSUMADO/ NIEGA
Las pruebas incorporadas a la actuación acreditan, entre otras cosas, que por auto del pasado 29 de agosto se declaró la terminación del proceso por desistimiento tácito
; esta decisión fue recurrida por el actor, empero mediante proveído del 20 de septiembre último el juzgado accionado resolvió no reponerla y se abstuvo de conceder el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto
.
Por tanto, ya no resulta posible pronunciarse sobre la manera como se debería avisar a la comunidad ni si en este caso se incurrió en mora judicial, pues como se ha dicho, al citado proceso ya se le puso fin.

(…) 

Entonces, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado se torna improcedente de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, numeral 4º, artículo 6º, según el cual, la acción de tutela no procede “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”.

(…)

De esa manera las cosas, como la acción de tutela tiene por objeto    la protección cierta y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales presuntamente amenazados o vulnerados, constituyendo su razón de ser la orden que dé el juez accediendo a las peticiones del actor y en razón a que dentro de este proceso se estableció que no es posible acceder a las pretensiones del actor porque los hechos en que a su juicio se lesionaban su derechos se consumó, se negará el amparo solicitado
.
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Acta No. 375 del 27 de septiembre de 2018
Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00755-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el Procurador Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados Audifarma, la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2016-611”, en la que actúa, el juzgado accionado se niega a informar a la comunidad por medio de la página web de la Rama Judicial y tampoco lo hace por intermedio de la cartelera del despacho. 
2. Considera lesionados sus derechos al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se ordene: a) al juzgado accionado aplicar los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 e informar a la comunidad sobre la existencia de la acción popular por intermedio de la página web de la Rama Judicial y por la cartelera de ese despacho; b) a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación indicar si aquella herramienta tecnológica es idónea para avisar a la comunidad y c) al Procurador Judicial para Asuntos Civiles manifestar qué hizo para que el juzgado accionado diera cumplimiento a aquellas normas. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 14 de septiembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. También a Audifarma como entidad demandada en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos.

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 El Alcalde del Municipio de Pereira, por medio de apoderada, alegó que es ajeno a la actuación desplegada en el Juzgado accionado y propuso como excepción la de falta de legitimación en la causa por pasiva.
2.3 El Procurador 12 Judicial II para Asuntos Civiles solicitó se negara el amparo invocado ya que si bien esa entidad ha manifestado que es viable informar a la comunidad por medio de la página web de la Rama Judicial, lo cierto es que son los jueces de conocimiento los que, en el marco de su competencia y autonomía, determinan si ese mecanismo es idóneo para el impulso de la acción. De otro lado, la acción de tutela no es el mecanismo para ordenarle definir si ese medio tecnológico es idóneo para cumplir aquel fin. 
2.4 La representante legal y judicial de Audifarma SA refirió que la acción popular objeto del amparo se tramitó de conformidad con las normas que regulan esa clase de procesos, y que si alguna garantía se encuentra amenazada es la seguridad jurídica de esa sociedad, ya que esa actuación fue terminada por desistimiento tácito. 
3. La titular del juzgado accionado y los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Correspondería a esta Sala determinar si: a) procede la acción de tutela para ordenar al juzgado accionado informar a la comunidad por intermedio de la página web de la Rama Judicial o por la cartelera de ese despacho y b) la funcionaria accionada desconoció los principios de celeridad, impulso oficioso y perentoriedad de los plazos, de acuerdo con las normas que citó el actor al plantear los hechos de la demanda. Sin embargo, se analizará en primer lugar si se produjo una carencia actual de objeto por daño consumado.

3. La efectividad de la acción de tutela consiste en la posibilidad que tiene el juez de impartir una orden de inmediato cumplimiento para la protección del derecho fundamental conculcado, pero si el daño ya se ha consumado, el mecanismo de defensa pierde su razón de ser y en consecuencia, la orden que imparta ningún efecto podrá tener para restaurar el orden constitucional quebrantado en un caso concreto.

4. Encuentra el demandante la lesión de sus garantías constitucionales en la decisión adoptada en la acción popular objeto del amparo por medio de la cual se negó su solicitud dirigida a obtener se informara a la comunidad de la existencia de ese proceso por medio de la página web de la Rama Judicial o por la cartelera del despacho accionado y porque se inaplicaron los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998.
Las pruebas incorporadas a la actuación acreditan, entre otras cosas, que por auto del pasado 29 de agosto se declaró la terminación del proceso por desistimiento tácito
; esta decisión fue recurrida por el actor, empero mediante proveído del 20 de septiembre último el juzgado accionado resolvió no reponerla y se abstuvo de conceder el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto
.
Por tanto, ya no resulta posible pronunciarse sobre la manera como se debería avisar a la comunidad ni si en este caso se incurrió en mora judicial, pues como se ha dicho, al citado proceso ya se le puso fin.

5. Entonces, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado se torna improcedente de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, numeral 4º, artículo 6º, según el cual, la acción de tutela no procede “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”.

Al respecto ha dicho en su jurisprudencia la Corte Constitucional:

“9. El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío. Lo anterior se presenta generalmente a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado. 

10. La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo…

11. La carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido lo que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental
.

Recuérdese que la acción de tutela tiene un carácter eminentemente preventivo más no indemnizatorio, por regla general
. En otras palabras, su fin es que el juez de tutela, previa verificación de la existencia de una vulneración o amenaza de un derecho fundamental, dé una orden para que el peligro no se concrete o la violación concluya; sólo excepcionalmente se permite ordenar algún tipo de indemnización
. En este orden de ideas, en caso de que presente un daño consumado, cualquier orden judicial resultaría inocua
 o, lo que es lo mismo, caería en el vacío pues no se puede impedir que se siga presentando la violación o que acaezca la amenaza. La única opción posible es entonces la indemnización del perjuicio producido por causa de la violación del derecho fundamental, la cual, en principio, no es posible obtener mediante la mencionada vía procesal…”
. 

De esa manera las cosas, como la acción de tutela tiene por objeto    la protección cierta y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales presuntamente amenazados o vulnerados, constituyendo su razón de ser la orden que dé el juez accediendo a las peticiones del actor y en razón a que dentro de este proceso se estableció que no es posible acceder a las pretensiones del actor porque los hechos en que a su juicio se lesionaban su derechos se consumó, se negará el amparo solicitado
.

6. Como lo solicita el demandante, se le enviará a su dirección electrónica copia de la acción de tutela y de esta providencia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de 
Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el Procurador Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados Audifarma, la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 73


� Folios 76 y 77


� En el mismo sentido se pronunció esta Sala en sentencias del 17 de octubre de 2017, expediente No. 66001-31-03-005-2017-00084-01 y del 14 de junio de 2012, expediente No. 66001-22-13-000-2012-00166-00


� Folio 73


� Folios 76 y 77


� Por ejemplo, sentencias T-441 de 1992, C-546 de 1992, T-567 de 1992, T-432 de 1992, C-013 de 1993, T-510 de 1993, T-643 de 1998, C-681 de 2003, C-1064 de 2001, C-1107 de 2001, C-836 de 2001, C-247 de 2001, C-566 de 2003, C-796 de 2004, C-180 de 2005, C-044 de 2004, C-242 de 2006, C-540 de 2008, C-932 de 2007, T-1248 de 2008 y T-262 de 2009.


� Sentencias C-075 de 2007, T-769 de 2007, T-884 de 2006, T-288 de 2003, T-492 de 2003, C-862 de 2008, T-516 de 1998, C-042 de 2003, T-1258 de 2008, C-534 de 2005,T-948 de 2008, T-905 de 2005, T-753 de 2009 y C-065 de 2005.


� Sentencias C-075 de 2007, C-811 de 2007, T-798 de 2008, T-978 de 2008, C-029 de 2009, T-839 de 2009, T-340 de 2010, T-629 de 2010 y T-876 de 2010.


� Sentencias T-288 de 2004, T-496 de 2003, T-436 de 2002, SU-667 de 1998, T-170 de 1996, T-164 de 1996, T-596 de 1993 y T-594 de 1992, entre otras.


� Sentencia T-841 de 2011, Magistrado Ponente: Humberto Sierra Porto.


� En el mismo sentido se pronunció esta Sala en sentencias del 17 de octubre de 2017, expediente No. 66001-31-03-005-2017-00084-01 y del 14 de junio de 2012, expediente No. 66001-22-13-000-2012-00166-00
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